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ciado que induce o puede inducir a error a sus destinatarios,
luego la publicidad es engañosa, pues no otro significado puede
tener un mensaje de obsequio totalmente gratis, que luego
implica desembolsos económicos; actuación que es perfec-
tamente subsumible en los tipos infractores señalados por la
resolución combatida, pues no se puede negar que la actividad
desarrollada crea cuando menos confusión e impide reconocer
la verdadera naturaleza del servicio, y no cabe aludir a servicios
adicionales, ni a la existencia de un marketing agresivo, para
justificar la conducta transgresora, pues como consta en la
propuesta de la resolución recurrida no se da siquiera opción
al agraciado con el premio para gestionar por su cuenta la
reserva, de donde resulta que la misma es un gasto inherente
al premio que, por tanto, no se puede disfrutar de forma total-
mente gratuita.

Cuarto. En cuanto a la cuantía de la sanción, la Ley permite
para este tipo de infracciones calificadas graves la imposición
de multas de hasta 2.500.000 pesetas (15.025,30 euros).
La sentencia del Tribunal Supremo de 8 de marzo de 2002
nos señala que no es siempre posible cuantificar, en cada
caso, aquellas sanciones pecuniarias a base de meros cálculos
matemáticos y resulta, por el contrario, inevitable otorgar (...)
un cierto margen de apreciación para fijar el importe de las
multas sin vinculaciones aritméticas a parámetros de “dosi-
metría sancionadora” rigurosamente exigibles. En este caso,
la sanción de 3.606 euros está más cerca del límite inferior
que del superior (15.025,30) de las posibles, por lo que no
procede su revisión.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña
Julliet F. Collins, en representación de Grupo Holiday Shop,
S.A., contra la resolución de la Delegación del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Málaga recaída en el expediente
269/02, y en consecuencia mantener la misma en sus propios
términos.

Notifícase al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 15 de enero de 2004.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica,
Servicio de Legislación, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don José Torres Gui-
rado, en nombre y representación de Torres Comu-
nicación, SL, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Almería, recaída en el expediente 110/02.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Torres Guirado en nombre y repre-

sentación de «Torres Comunicación, S.L.», de la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a diez de octubre de dos mil
tres.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 21 de agosto de 2002, el Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería acordó la ini-
ciación de expediente sancionador contra la entidad Torres
Comunicación, S.L., por los siguientes hechos:

- Carecer de cartel anunciador del libro de hojas de recla-
maciones en el local Satphone de la capital.

- No ofrecer la información exigida reglamentariamente.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el 18 de octubre dictó Resolución por la que se impone
a la citada entidad una sanción de 1.700 euros por dos
infracciones:

- Una al artículo 4 del Decreto 171/1989, de 11 de
julio, por el que se regulan las hojas de quejas y reclamaciones
de los consumidores y usuarios en Andalucía, tipificada por
el 34.10 de la Ley General para la defensa de consumidores
y usuarios, y 3.3.6 R.D. 1945/1983, de 22 de junio, por
el que se regulan las infracciones y sanciones en materia de
defensa del consumidor y de la producción agroalimentaria,
sancionada con multa de 500 euros.

- Otra al artículo 8 del Real Decreto 58/1988, de 29
de enero, sobre protección de los derechos del consumidor
en el servicio de reparación de aparatos de uso doméstico,
tipificada por los mismos artículos arriba reseñados, sancio-
nada con multa de 1.200 euros.

Tercero. Notificada la resolución el 25 de octubre, el inte-
resado interpuso el 22 de noviembre recurso de alzada, ale-
gando que sí tenía el libro de hojas de reclamaciones.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 18
de junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el
que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación, modificado por los Decretos 373/2000, de 16
de mayo, y 223/2002, de 3 de septiembre.
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Segundo. El artículo 4.1 del Decreto 171/1989, de 11
de julio, por el que se regulan las hojas de quejas y recla-
maciones de los consumidores y usuarios en Andalucía dis-
pone que todos los establecimientos, a que se refiere el pre-
sente Decreto, estarán obligados a exhibir al público, de forma
perfectamente visible y al menos en los dos idiomas en los
que van redactadas las hojas de “quejas/reclamaciones”, la
siguiente leyenda “Este establecimiento tiene libro de hojas
de ‘quejas/reclamaciones’ a disposición del consumidor que
lo solicite”.

Por su parte, el 8 del Real Decreto 58/1988, de 29 de
enero, sobre protección de los derechos del consumidor en
el servicio de reparación de aparatos de uso doméstico dice:

8.1. Todos los establecimientos de los Servicios de Asis-
tencia Técnica de aparatos de uso doméstico estarán obligados
a exhibir al público, de forma perfectamente visible, al menos
en castellano y caracteres de tamaño no inferior a 7 milímetros:

8.1.1. Los precios aplicables por tiempo de trabajo y los
gastos de transporte y/o desplazamiento, en su caso; igual-
mente exhibirán los precios de aquellos otros servicios ofer-
tados, así como los recargos a aplicar por trabajos efectuados
con carácter de urgencia o fuera de la jornada normal, a peti-
ción del usuario.

Los precios deberán incluir todo tipo de cargas o gra-
vámenes, salvo el Impuesto del Valor Añadido, cuya inclusión
será facultativa, pero en el caso de que no sea computado,
será necesario que se anuncie al público esta circunstancia,
con indicación del concepto y tipo a aplicar.

8.1.2. Leyendas que especifiquen lo siguiente:

- “Todo usuario tiene derecho a presupuesto previo escrito
de las reparaciones o servicios que solicite”.

- “El usuario quedará obligado al pago por la elaboración
del presupuesto sólo cuando, habiéndolo solicitado, no fuera
aceptado”. En este caso, como importe de dicho presupuesto
podrá exigirse, como máximo:

Para pequeños aparatos de uso doméstico: Quince minu-
tos del valor de la hora de trabajo.

Para línea blanca: Treinta minutos del valor de la hora
del trabajo.

Para línea marrón y electrónica: Sesenta minutos del valor
de la hora de trabajo.

- “Todas las reparaciones o instalaciones están garan-
tizadas por tres meses, en las condiciones especificadas en
el artículo 6 del Real Decreto por el que se regula la prestación
de servicios de reparación de aparatos de uso doméstico”.

- “Este establecimiento dispone de ‘Hojas de reclama-
ciones’ a disposición del usuario que las solicite. Las posibles
reclamaciones deberán efectuarse ante las autoridades com-
petentes en materia de consumo”.

8.1.3. Horario de prestación de servicio al público, de
forma perfectamente visible desde el exterior del estableci-
miento, tanto en los servicios usuales como de los especiales,
cuando existan.

8.2. En aquellos servicios realizados en el domicilio del
cliente, el técnico que realice la reparación o instalación deberá
disponer para su entrega al usuario, si éste lo requiere, de
hoja informativa donde se especifiquen, al menos en caste-
llano, los datos a que se refiere el apartado 8.1 del presente
artículo.

Ante la carencia de ambas informaciones reglamentaria-
mente exigidas lo único que dice el recurrente es que tenía
libro de hojas de reclamaciones, que también viene exigido
por el artículo 2 de la primera de las normas reglamentarias
arriba reseñadas, por lo que debe mantenerse la sanción al
existir las dos infracciones.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don José
Torres Guirado, en representación de Torres Comunica-
ción, S.L., contra la resolución del Delegado del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Almería recaída en el expediente
110/02, y en consecuencia mantener la misma en sus propios
términos.

Notifícase al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 15 de enero de 2004.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 14 de noviembre de 2003, de
la Delegación Provincial de Huelva, por la que se deses-
tima la solicitud de una nueva Oficina de Farmacia
en el núcleo Nuevo Portil, perteneciente a la UTF de
Cartaya, presentada por don Bernardo Algar Morales.

En virtud de lo dispuesto en los artículos 59.4 y 61 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, y una vez
intentada sin efecto la notificación en el domicilio del titular
en C/ Lealtad, 2 de Sevilla, de la Resolución de 14 de noviem-
bre de 2003 del Delegado Provincial de Salud en Huelva,
por la que desestima la solicitud de una nueva Oficina de
Farmacia en el núcleo «Nuevo Portil», perteneciente a la UTF
de Cartaya por don Bernardo Algar Morales, mediante el pre-
sente se notifica al solicitante don Bernardo Algar Morales
con NIF: 24.210.535-E, que dicha resolución se encuentra
a su disposición en el Servicio de Planificación, Ordenación
y Calidad Asistencial de la Delegación Provincial de Salud
de Huelva, significándole que en el plazo de un mes para
poder plantear recurso de alzada ante el Ilmo. Sr. Director
General de Aseguramiento, Financiación y Planificación contra
dicha resolución, lo es a partir de la fecha de esta publicación.

Huelva, 14 de noviembre de 2003.- El Delegado, José
Ramón Pozuelo Borrego.


